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CONSULTAS PROYECTO CSP 

 
 
 

CUESTIÓN PLANTEADA:  

 

El objeto del contrato es la selección de entidades bancarias para la colocación en cuenta 
corriente de los excedentes de liquidez del Consell de Mallorca, mediante la conclusión de un 
acuerdo marco.  

El Pliego de cláusulas administrativas establece como criterio de selección que las entidades 
financieras se hallen valoradas en cuanto a su nivel de riesgo como mínimo con la clasificación 
Baa3 por parte de la entidad de valoración independiente MOODY,s. 
(https://www.moodys.com/pages/default_es.aspx)  

A su vez establece que será objeto de puntuación: 

Rentabilidad ofrecida (Coste de 
mantenimiento actual) 

0% 50 puntos. 

Por cada 0,1% Incremento de 10 puntos hasta un total de 
100 puntos. 

Por cada – 0,1% Minoración de 10 puntos hasta un total de -
50 puntos. 

Las ofertas intermedias serán objeto de prorrateo 

Clasificación de la entidad financiera Aaa, Aa1, Aa2, Aa3, A1, 
A2,A3 

20 puntos 

Baa1, Baa2 10 puntos 

Sin gastos de cancelación anticipada 0% 5 puntos. 

Por cada 0,1% Minoración de 1 punto hasta un total de -5 
puntos. 

Las ofertas intermedias serán objeto de prorrateo 

 
 

El modelo para la presentación de las ofertas es el que se adjunta como anexo 2 y que a 
continuación se transcribe: 

1.- Que me comprometo / que la persona física/jurídica que represento se compromete a 
ejecutar el acuerdo marco, con estricta sujeción a los requisitos, condiciones i obligaciones que 
se estipulan en los Pliegos de cláusulas administrativas particulares i de prescripciones técnicas 
del contrato, de acuerdo con los siguientes parámetros: 

Una de las entidades financieras que se ha presentado a la licitación ha presentado una oferta 

ajustada al modelo establecido en el anexo 2, señalando, no obstante: 
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Rentabilidad oferta 
(Coste de 
mantenimiento 
anual) 

% en números % en letras 
 0,23%  Cero coma veintitrés por ciento. 

Las ofertas intermedias serán objeto de prorrateo. 
Clasificación 
entidad financiera 

  

Gastos de 
cancelación 
anticipada 

% en números % en letras 

0%  Cero por ciento  

Las ofertas intermedias serán objeto de prorrateo. 

 
 

Cabe resaltar: 

a. En el apartado de la clasificación de la entidad financiera no ha procedido a señalar que rating 
dispone según la entidad de valoración MOODY’s. 

b. En ningún sitio se establecía que la clasificación de la entidad financiera debiese ser en base a 
MOODY,s, no obstante, tanto en los requisitos de participación (donde sí se hacía expresa 
referencia) como en las previsiones de puntuaciones (por las escalas de rating, típicas de 
MOODY,s), cabe deducir que se solicita calificación MOODY,s, sin perjuicio de que pudiese 
aportarse otra, dado que no todas las entidades financieras se hallan valoradas por MOODY,s, no 
dependiendo dicha valoración de la voluntad de la entidad financiera. 

c. La clasificación financiera aportada por parte de las entidades financieras siempre deberá ser 
objeto de comprobación y validación por parte de la Administración, dado que no se podrá 
aportar un certificado por la entidad que lo acredite, toda vez que el certificado lo debería emitir 
MOODY,s. Existe facilidad de comprobación puesto que los datos se hallan publicados de forma 
abierta al público en la web de MOODY,s. En caso de discrepancia entre la clasificación indicada 
en la oferta y la acreditada en la web de MOODY,s se dará valor siempre a esta última. 

d. La clasificación financiera de la entidad es la que es en el momento de presentación de las 
ofertas, sin que pueda ser objeto de modificación a voluntad de la entidad. Es una información 
de carácter público en la propia web de MOODY´s.  

Se solicita su parecer en relación a la siguiente cuestión: 

¿Considera factible que se efectúe una solicitud de aclaración de la oferta presentada, 
completando la misma, de tal modo que se indique por parte de la entidad financiera, al objeto 
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de su posterior comprobación y valoración, qué rating disponía en el momento de presentación 
de la oferta, según la entidad de valoración MOODY’s? o por el contrario considera si ello puede 
ser considerado como un incumplimiento del principio de igualdad de trato a los licitadores, por 
implicar una modificación de la oferta. 
 
 

RESPUESTA:  

Al objeto de poder dar contestación a la consulta planteada, resulta conveniente comenzar 

analizando el carácter antiformalista que rige la actividad contractual de la Administración, la 

posibilidad de subsanación de la oferta técnica o económica y los defectos u omisiones 

subsanables, cuestiones que se abordan en los siguientes apartados: 

1. Carácter antiformalista de la actividad contractual de la Administración y garantía del principio 

de concurrencia en la licitación. 

La actuación de la Administración debe garantizar la libre concurrencia de los licitadores, 

evitando que la apreciación de estrictos requisitos formales suponga la exclusión de 

proposiciones por defectos fácilmente subsanables.  

Así, la Sentencia del Tribunal Supremo (TS) de 21 de septiembre de 2004, que cita a su vez la 

Sentencia del Tribunal Constitucional 141/93, de 22 de abril, refleja la doctrina jurisprudencial 

(entre otras, sentencias 6 de julio de 2004 y 22 de julio de 2011) y la doctrina administrativa de la 

Junta Consultiva de Contratación Administrativa (informes 26/97, de 14 de julio; 13/92, de 7 de 

mayo; y 1/94, de 3 de febrero), que se inclina cada vez más por la aplicación de un criterio 

antiformalista y restrictivo en el examen de las causas de exclusión de las proposiciones, 

afirmando reiteradamente que “una interpretación literalista que conduzca a la no admisión de 

las proposiciones por simples defectos formales, fácilmente subsanables, es contraria al principio 

de concurrencia”.  

El principio de concurrencia consagrado en el artículo 1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 
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2014 (LCSP), aboga por favorecer la admisión de licitadores al procedimiento, proscribiendo que 

puedan ser excluidas proposiciones por la presencia de errores fácilmente subsanables, dado 

que, como afirma la precitada sentencia del TS de 21 de septiembre de 2004: 

 “Una interpretación literalista de las condiciones exigidas para tomar parte en los 

procedimientos administrativos de contratación, que conduzca a la no admisión de 

proposiciones por simples defectos formales, fácilmente subsanables, es contraria al 

principio de concurrencia, que se establece en el artículo 13 de la Ley de Contratos del 

Estado, de 8 de abril de 1.965, así como que la preclusión de aportaciones 

documentales tiene por objeto evitar sorpresas para los demás concursantes, o 

estratagemas poco limpias, pero no excluir a los participantes por defectos en la 

documentación de carácter formal, no esencial, que, como hemos dicho, son 

subsanables sin dificultad, doctrina que se encuentra recogida en anteriores 

sentencias de la Sala, como las de 22 de junio de 1.972, 27 de noviembre de 1.984 y 

19 de enero de 1.995.”  

Dicho parecer, si bien centrado ya en el ámbito de las proposiciones, es idéntico al sostenido por 

la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), entre otras, en Sentencia de 

10 de diciembre de 2009 (Asunto T-195/08, Antwerpse Bouwwerken NV/Comisión) que en su 

apartado 56, considera que: 

“...cuando la formulación de la oferta y las circunstancias del asunto, conocidas por la 

Comisión, indican que probablemente la ambigüedad puede explicarse de modo 

simple y disiparse fácilmente. En tal caso, es contrario, en principio, a las exigencias 

de una buena administración que la Comisión desestime dicha oferta sin ejercer su 

facultad de solicitar aclaraciones. Reconocerle, en tales circunstancias, una facultad 

discrecional absoluta seria contrario al principio de igualdad de trato” 

En esta línea, el Tribunal Administrativo de Contratación Pública de Madrid en la Resolución 

265/2018, considera que uno de los principios fundamentales que rige el procedimiento de la 

licitación pública es el de igualdad entre los licitadores, en aras a garantizar la máxima 



 
CONSULTA 9/2020 

 

5 / 13 

transparencia y la concurrencia de los licitadores en igualdad de oportunidades, si bien, los 

principios de libertad de acceso a las licitaciones y de una eficiente utilización de los fondos, 

enunciados en el artículo 1 LCSP, son contrarios a un excesivo formalismo siempre que las 

ofertas cumplan los requisitos exigidos.  

En esta línea, la Mesa de contratación, que de conformidad con el artículo 22.b) del Real Decreto 

817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, 

de Contratos del Sector Público, tiene la función de determinar los licitadores que deben ser 

excluidos del procedimiento por no acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 

PCAP, debe actuar de forma que no limite la concurrencia, evitando, en la medida de lo posible, 

excluir a licitadores por cuestiones formales, respetando a la vez los principios de igualdad de 

trato a los candidatos y de transparencia en el procedimiento. 

2. Posibilidad de subsanar o aclarar la oferta técnica o económica. 

La normativa contractual dispone como regla general la subsanación de los defectos que se 

aprecien en la documentación administrativa, en el sentido de que la subsanación se refiere a la 

justificación de un requisito que se encuentra cumplido, sin conferir una nueva oportunidad para 

hacerlo (artículo 81 RGLCAP), pero no regula expresamente la subsanación de las ofertas 

técnicas o económicas. 

Por tanto, respecto de la oferta técnica y/o económica no existe obligación alguna por parte del 

órgano de contratación o, en su caso, de la mesa de contratación de solicitar su aclaración o 

subsanación, debiendo soportar el licitador las consecuencias del incumplimiento de su deber de 

diligencia en la redacción de la oferta, según se desprende de la doctrina sentada por el TJUE, 

Sala Cuarta, en Sentencia de 29 de marzo de 2012 (asunto C-599/2010). 

No obstante, respecto a la posibilidad de subsanar o aclarar las proposiciones de los licitadores, 

el propio TJUE, entre otras, en la referida sentencia de 29 de marzo de 2012, ha matizado el 

criterio general, al considerar que el Ordenamiento Jurídico Comunitario no se opone a que, 

“(…) excepcionalmente, los datos relativos a la oferta puedan corregirse o 

completarse de manera puntual, principalmente porque sea evidente que requieren 
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una mera aclaración o para subsanar errores materiales manifiestos, a condición de 

que esa modificación no equivalga a proponer en realidad una nueva oferta”, 

recalcando que “el poder adjudicador puede solicitar por escrito a los candidatos que 

aclaren su oferta, sin solicitar ni aceptar, no obstante, modificación alguna de la 

misma.” 

Igualmente, el TJUE en su Sentencia de 11 de mayo de 2017, C-131/16, señala que el principio de 

igualdad de trato no se opone a que una oferta se pueda corregir (subsanar) o completar 

(aclarar) de manera puntual, cuando sea evidente que requiere una aclaración o para subsanar 

errores materiales manifiestos, con la condición de que no se puede presentar lo que constituiría 

una nueva oferta: 

“El principio de igualdad de trato de los operadores económicos (...) no se opone a 

que la entidad adjudicadora requiera a un licitador para que aclare una oferta o para 

que subsane un error material manifiesto del que adolezca dicha oferta, a condición, 

no obstante, de que dicho requerimiento se envíe a todos los licitadores que se 

encuentren en la misma situación, de que todos los licitadores sean tratados del 

mismo modo y con lealtad y de que esa aclaración o subsanación no equivalga a la 

presentación de una nueva oferta, extremo que corresponde verificar al órgano 

jurisdiccional remitente.” 

 

Por tanto, es posible solicitar aclaraciones o subsanaciones que en modo alguno supongan 

alteración de la oferta, pero no la adición de otros elementos, pues ello podría supondría dar la 

opción al licitador afectado de modificar su oferta, lo que traería como consecuencia una notable 

contradicción con el principio de igualdad proclamado como básico de toda licitación en los 

artículos 1 y 132 LCSP, tal y como considera el Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales en la Resolución 39/2018. 

A este respecto, el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Andalucía en su 

Resolución 260/2019 trae a colación la sentencia del TJUE de 10 de diciembre de 2009, asunto T-

195/08, que analiza con detalle la posibilidad de solicitar aclaraciones en relación con las ofertas, 

pudiendo resumirse su doctrina del modo siguiente: 
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1. Si bien es cierto que un órgano de contratación está obligado a redactar las condiciones 

de una licitación con precisión y claridad, no está obligado a prever todos los supuestos, 

por raros que sean, que puedan presentarse en la práctica. 

2. Cabe tomar la iniciativa de ponerse en contacto con el licitador cuando una oferta 

requiera aclaraciones suplementarias, o cuando se trate de corregir errores materiales en 

la redacción de la oferta, pues es esencial, en aras de la seguridad jurídica, que pueda 

asegurarse con precisión el contenido de la oferta y, en particular, la conformidad de esta 

con los requisitos establecidos en el pliego. 

3. El principio de igualdad de trato entre los licitadores no puede impedir el ejercicio de esta 

facultad, siempre que se trate por igual a todos los licitadores y que ello no suponga la 

modificación del contenido de la oferta presentada. 

En conclusión, la solicitud de aclaración o subsanación de las ofertas no es una obligación 

impuesta al órgano de contratación o, en su caso, a la mesa de contratación, sino una posibilidad 

que tienen cuando entienden que una oferta requiere aclaraciones suplementarias o cuando 

entienden que se han de corregir errores materiales en la redacción de la oferta; por tanto, no 

están obligados a solicitarla si entienden que la misma es lo suficientemente clara y precisa. 

De acuerdo con estas consideraciones, la solicitud de subsanación o aclaración tiene como límite 

el que no suponga una modificación de los términos de la oferta, bien por variar su sentido 

inicial, bien por incorporar otros inicialmente no previstos (Resoluciones del TACRC 64/2012, 

35/2014, y 876/2014, entre otras). Lo decisivo es que la subsanación o aclaración no propicie el 

otorgamiento de un trato de favor a un interesado en detrimento de los demás licitadores, en el 

sentido de que diera lugar a que aquél, después de conocer el contenido de las otras ofertas, 

pudiera alterar la proposición inicialmente formulada. 

En todo caso, como nos recuerda el TS en su Sentencia de 25 de mayo de 2015, además de 

valorar la relación entre la aplicación del principio de subsanabilidad de los defectos formales y la 

libertad de concurrencia, debe valorarse que su utilización contribuye a la elección de la oferta 

más ventajosa para los intereses públicos. 
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3. Defectos u omisiones subsanables. 

En relación a los defectos u omisiones subsanables, el TACRC en la Resolución 660/2014 expone 

las conclusiones de la doctrina jurisprudencial y administrativa en relación con los defectos u 

omisiones subsanables, indicando que: 

“En orden a determinar qué defectos u omisiones tienen la consideración de 

subsanables y cuáles, por el contrario, serían insubsanables, con base en el artículo 

reglamentario citado, como criterio general orientativo – y teniendo en cuenta la 

imposibilidad de realizar una lista apriorística exhaustiva de defectos subsanables e 

insubsanables - se viene admitiendo que son insubsanables los defectos consistentes 

en la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos en el momento de cierre del 

plazo de presentación de proposiciones, y subsanables aquéllos que hacen referencia 

a la simple falta de acreditación de los mismos (en este sentido, Informe 48/2002, de 

28 de febrero de 2003, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa)”. 

Por tanto, serán defectos subsanables la falta de acreditación del requisito e insubsanables 

aquellos que no cumplan los requisitos exigidos en el momento de finalización del plazo de 

presentación de ofertas. 

En conclusión, siguiendo la doctrina sobre la interpretación antiformalista de la actividad de la 

Administración y la posibilidad de la subsanación de la oferta, ésta será posible siempre que no 

suponga una modificación en la misma que otorgue un trato de favor a un interesado en 

detrimento de los demás licitadores y cuyo defecto sea la falta de acreditación y no su 

inexistencia, salvaguardando, en todo caso, el principio de igualdad y transparencia.  

 

A continuación, analizaremos la aplicación de la anterior jurisprudencia y doctrina administrativa 

a la consulta planteada, que tiene como origen la ausencia, por parte del licitador, de oferta a un 

criterio de adjudicación valorable en cifras o porcentajes, planteándose la duda sobre la 

posibilidad de solicitar la subsanación o aclaración de la oferta al contratista.  

Según los hechos relatados en la consulta, es esencial comenzar destacando que, respecto del 

criterio de adjudicación relativo a la clasificación de la entidad financiera, la clasificación 
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aportada por los licitadores siempre va a ser objeto de comprobación y validación por parte de la 

Administración, existiendo facilidad de comprobación de los datos al estar publicados de forma 

abierta al público en la web de MOODY´S, indicándose en la consulta que, en caso de 

discrepancia entre la clasificación indicada en la oferta y la acreditada en la web, se dará el valor 

siempre a los datos publicados por la entidad clasificadora.  

Además, la clasificación financiera de la entidad que será objeto de valoración es la que tenía en 

el momento de presentación de las ofertas, sin que la clasificación financiera pueda ser objeto 

de modificación a voluntad de la entidad licitadora. Es, por tanto, una información de carácter 

público que figura en la propia web de MOODY´s.  

Teniendo en cuenta lo anterior, cabe traer a colación la Resolución 91/2018 del Tribunal 

Administrativo de Contratación de Galicia, que analiza el régimen de subsanación en relación a 

los criterios de adjudicación valorables en cifras o porcentajes, considerando el Tribunal que: 

“Debemos destacar la necesidad en estos supuestos de ponderar las circunstancias 

de cada caso en concreto, para poder así determinar la aplicación de la doctrina 

antes mencionada. Como señala el Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales en su Resolución 399/2015: 

“ha de reconocerse que no es posible dar una respuesta general. En definitiva, es 

cierto que la entidad contratante no está en todos los casos obligada a requerir 

aclaración de las ofertas en esta fase del procedimiento cuando las mismas resultan 

defectuosas, como si ocurre, por el contrario, en el caso de la documentación 

administrativa o en el caso de ofertas anormales o desproporcionadas, sino que 

habrá que ponderar si, a la vista de las circunstancias, era razonable el menos a priori 

suponer que el licitador podía ofrecer una aclaración sin variar su oferta, tal y como 

exige la doctrina antes señalada. Por el contrario, si la oferta es manifiestamente 

incongruente o errónea, entonces la aclaración no resultaría procedente”. 

Por lo tanto, resulta necesario analizar los diversos aspectos concretos del caso que 

se expone ante este Tribunal, del que podemos resaltar las siguientes 

características. 
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En primer lugar, nos encontramos ante la documentación acreditativa de un criterio 

de valoración automática, no ante un criterio sometido al juicio del valor del órgano 

de contratación que supondría enjuiciar técnicamente la información aportada en la 

oferta. En este caso, reiteramos, es un criterio automático, por lo que lo relevante de 

la oferta del licitador es comprobar si aporta los datos necesarios para la aplicación 

de la fórmula matemática prevista en los pliegos, adquiriendo un perfil secundario el 

formato en el que se presenten. 

A este respecto, la declaración presentada por la recurrente sí contiene los elementos 

necesarios para su valoración, limitándose la deficiencia producida al tipo de 

documento escogido para su acreditación, por lo que una posible subsanación de ese 

aspecto no supondría la modificación del concreto contenido a valorar. De hecho, la 

certificación ajustada a lo previsto en el PCAP que la recurrente acompaña a su 

escrito de impugnación, firmada por la secretaria del IES de Poio, recoge el mismo 

contenido evaluable que la declaración presentada en el procedimiento de licitación. 

(…) Finalmente, para llegar a una conclusión debemos hacer especial referencia a la 

Sentencia del Tribunal Supremo de 25.05.2015 en la que enjuiciando un supuesto 

fáctico similar al aquí expuesto concluye: 

“Estamos, pues, ante un requisito o criterio que debe justificarse documentalmente. 

En este caso, la única discusión es, como se ha dicho, la de si al no reputarse bastante 

la justificación aportada por CLECE, procedía ofrecerle la posibilidad de subsanar, tal 

hizo el TACRC. Planteado así el problema entendemos que la solución acertada es la 

que alcanzó el TACRC y de entre las razones que ofrece para fundamentar la 

aplicación, también en este caso, del principio de subsanación debemos destacar las 

que tienen presente que, al margen de cuál se considere que es la naturaleza del 

requisito relativo al Centro Especial de Empleo, lo cierto es que CLECE lo hizo valer 

oportunamente y, a su juicio, de manera suficiente. Es decir, había incluido en su 

proposición dicho Centro y, como resultó tras la subsanación, efectivamente contaba 

con él. No hubo, en consecuencia, alteración de su oferta ni, por tanto, quiebra del 

principio de igualdad de trato ni de la libre concurrencia. Es más, pueden traerse aquí 

las consideraciones que hace el TACRC sobre la relación entre la aplicación del 
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principio de subsanabilidad de los defectos formales y la libertad de concurrencia y 

añadir a ellas que su utilización en supuestos como éste contribuye a la elección de la 

oferta más ventajosa para los intereses públicos. No hay, pues, razón para no aplicar 

a esta documentación el régimen general de subsanación” 

Así, lo que se muestra ante este Tribunal es que en este caso concreto nos 

encontramos ante una licitadora que aportó ante el órgano de contratación en su 

oferta los elementos necesarios para su valoración, si bien acreditados de manera 

incorrecta, por lo que una posible subsanación de ese defecto no supondría la 

modificación de su oferta, ni por tanto vulneraría el principio de igualdad, ya que el 

hecho de que el medio de acreditación sea una declaración formal o una certificación 

en nada cambia su contenido, que es el elemento que necesariamente debe ser 

objeto de valoración.” 

 

Por tanto, dado que se trata de un criterio de adjudicación valorable en cifras o porcentajes y no 

de un criterio sometido al juicio de valor, que supondría enjuiciar técnicamente la información 

aportada en la oferta, lo relevante de la oferta del licitador es comprobar si aporta los datos 

necesarios para la aplicación de la fórmula matemática o puntuación prevista en el pliego. 

Además, ante la posible subsanación, la precitada Resolución considera que la utilización del 

principio de subsanabilidad de los defectos formales y la libertad de concurrencia contribuye a la 

elección de la oferta más ventajosa para los intereses públicos, por lo que no habría razón para 

no aplicar el régimen general de subsanación.  

A este respecto, analizando los aspectos concretos de la consulta, el dato necesario para la 

valoración del criterio no ofertado por el licitador sería la clasificación de la propia entidad. Esta 

clasificación es inherente a la entidad licitadora, la cual ostenta una clasificación en el momento 

de presentación de ofertas, que no podría ser objeto de modificación a voluntad de la misma y 

que, además, siempre va a ser objeto de posterior comprobación y validación por la 

Administración, que en caso de discrepancia entre la clasificación indicada en la oferta y la 

acreditada en la web de la entidad clasificadora, siempre dará el valor a la que figure en la web 

de la entidad. 
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Siendo así, en aplicación de la doctrina antiformalista que rige la actividad contractual de la 

Administración y los principios de concurrencia y de eficiente utilización de los fondos públicos, 

ante la ausencia por parte del licitador de la referencia expresa a la clasificación de la entidad en 

la oferta, la cual es inherente a la misma y siempre será objeto de posterior comprobación por la 

Administración en la web oficial, podría considerarse que la posible aclaración o subsanación no 

supondría la modificación de su oferta, ya que no variaría su sentido inicial ni incorporaría otros 

inicialmente no previstos, por lo que no se vulnerarían los principios de igualdad y de 

transparencia, ya que el hecho de que se aclare o subsane en nada cambia su contenido a 

valorar, siendo la clasificación que ostenta la entidad a la finalización del plazo de presentación 

de ofertas en la web oficial de la entidad clasificadora el elemento que necesariamente debe ser 

objeto de valoración, el cual se comprueba a posteriori por la Administración. 

 

A la vista de lo expuesto cabe concluir que, 

1. La actuación de la Administración debe garantizar la libre concurrencia de los licitadores, 

evitando que la apreciación de estrictos requisitos formales suponga la exclusión de 

proposiciones por defectos fácilmente subsanables.  

2. La subsanación de la oferta técnica o económica será posible siempre que no suponga una 

modificación en la misma, bien por variar su sentido inicial, bien por incorporar otros 

inicialmente no previstos, de forma que se otorgue un trato de favor al interesado en 

detrimento de los demás licitadores, salvaguardando, en todo caso, los principios de igualdad 

de trato y de transparencia. 

3. Teniendo en cuenta la doctrina antiformalista que rige la actividad contractual de la 

Administración y los principios de concurrencia y de eficiente utilización de los fondos 

públicos, ante la ausencia por parte del licitador de la referencia expresa a la clasificación de 

la entidad en la oferta, la cual es inherente a la misma y siempre será objeto de posterior 

comprobación por la Administración en la web oficial, podría considerarse que la posible 

aclaración o subsanación no supondría la modificación de su oferta, ya que no variaría su 

sentido inicial ni incorporaría otros inicialmente no previstos, por lo que no se vulnerarían los 
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principios de igualdad y de transparencia, ya que el hecho de que se aclare o subsane en 

nada cambia su contenido a valorar, siendo la clasificación que ostenta la entidad a la 

finalización del plazo de presentación de ofertas en la web oficial de la entidad clasificadora 

el elemento que necesariamente debe ser objeto de valoración, el cual se comprueba a 

posteriori por la Administración. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Las respuestas a las consultas constituyen meras opiniones técnicas del equipo del Proyecto CSP, con exclusivo valor informativo 

y se expresan salvo mejor criterio fundado en derecho. 


